ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL - Auto que rechaza demanda por caducidad / RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN - Revisión de reconocimiento de sumas periódicas a cargo del tesoro público o de fondos de naturaleza pública / DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE - Establecido en la SU-427 de 2016 proferida por la Corte Constitucional / TÉRMINO DE CADUCIDAD DEL RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN - Dentro de los cinco años siguientes a la ejecutoria de la providencia judicial en los casos previstos en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003 / CADUCIDAD - No se configura / VULNERACIÓN DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO / VULNERACIÓN DEL DERECHO DE ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

[E]n las providencias objeto de tutela, el Tribunal accionado consideró que el caso concreto no encajaba en los supuestos fácticos del artículo 20 de la Ley 797 de 2003, por lo que no podía aplicar el término de 5 años a efectos de determinar la oportunidad en la presentación del recurso. Lo anterior por cuanto, a su juicio, el ordenar que no se realicen descuentos en salud sobre la pensión gracia, no es lo mismo que ordenar el reconocimiento de una pensión o prestación de carácter periódico. Sobre el punto esta Sección considera que no le asiste razón al Tribunal Administrativo del Atlántico, pues como lo ha expuesto la Sección Segunda del Consejo de Estado, al pronunciarse sobre la procedencia del recurso extraordinario de revisión contra sentencias que ordenaron no realizar los descuentos a salud en la pensión gracia y devolver el dinero ya descontado, frente a las causales del artículo 20 de la Ley 797 de 2003, aquel resulta procedente (…) [P]ara la Sala es claro que en aquellos casos en los cuales se ha ordenado no continuar con el descuento en salud de la pensión gracia, afectando de esta forma el monto de la mesada pensional con cargo al tesoro público, la UGPP puede interponer el recurso extraordinario de revisión con fundamento en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, para el cual cuenta con un término de 5 años contados a partir del momento en el cual asumió la representación judicial de la extinta Cajanal. De conformidad con lo anterior, la Sección manifiesta que el Tribunal Administrativo del Atlántico vulneró los derechos fundamentales de la UGPP al establecer que dichos supuestos fácticos no encajan en la norma antes mencionada, con el fin de establecer si el recurso fue interpuesto en tiempo o no, pues si bien en la providencia atacada con el recurso extraordinario no se ordenó el pago de una pensión, lo cierto es que al cancelar los descuentos en salud, se afectó prima facie el monto de la pensión que debe ser pagada mes a mes por la UGPP, en ese sentido, el término para contabilizar la caducidad del medio debe ser de 5 años, conforme lo expuso la Corte Constitucional en la sentencia SU-427 de 2016 alegada como desconocida

FUENTE FORMAL: LEY 797 DE 2003 - ARTÍCULO 20
CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN QUINTA

Consejera ponente: ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Bogotá, D.C., veintidós (22) de mayo de dos mil diecinueve (2019)

Radicación número: 11001-03-15-000-2019-01346-00(AC)
Actor: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL ATLÁNTICO, ZAIDA BEATRÍZ CORRO CASTRO Y OTRO

SENTENCIA PRIMERA INSTANCIA

OBJETO DE LA DECISIÓN

Procede la Sala a resolver la acción de tutela interpuesta por la UGPP contra el Tribunal Administrativo del Atlántico.
I. ANTECEDENTES

1. Solicitud de amparo

1.1. Con escrito radicado el 2 de abril de 2019
, en la Secretaría General del Consejo de Estado, la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales –UGPP-, actuando a través de su Director Jurídico
, ejerció acción de tutela contra el Tribunal Administrativo del Atlántico – Sala de Decisión Oral A, con el fin de que le sean amparados sus derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia “en conexidad con el principio de Sostenibilidad Financiera del Sistema Pensional” y debido proceso. 

1.2. La entidad accionante consideró vulneradas las referidas garantías constitucionales con ocasión del auto proferido el 14 de septiembre de 2018 por el Tribunal Administrativo del Atlántico, mediante el cual rechazó
 la demanda presentada por la UGPP en ejercicio del recurso extraordinario de revisión contra el fallo dictado el 4 de marzo de 2010 por el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito Judicial de Barranquilla.
1.3. Con base en lo anterior, la parte actora solicitó el amparo de los derechos invocados y, en consecuencia, pidió:

“(…) Segundo. Consecuentemente DEJAR sin efectos los fallos (sic) proferidos por el Tribunal Administrativo del Atlántico Sala Oral “A”, el cual rechazó el recurso por caducidad, el 14 de septiembre de 2018, confirmada mediante providencia del 30 de octubre de 2018 la cual resolvió un recurso de súplica, dentro del proceso No. 08-001-23-33-000-2018-00532-00-LM, teniendo en cuenta que la UGPP está legitimada para presentarlo y el Tribunal tiene competencia para conocerlo, ordenando aplicar los precedentes legales y jurisprudenciales que regulan la materia.

Tercero. Que como consecuencia de lo anterior se sirva ordenar al Tribunal Administrativo del Atlántico Sala Oral “A”, proceder a la admisión del recurso  extraordinario de revisión, conforme al precedente jurisprudencial de la H. Corte Constitucional en sentencia SU-427 del 11 de agosto de 2016, y de esta forma realizar el estudio aplicable al porcentaje que debe descontarse como aporte en salud sobre la pensión gracia y se disponga a: i- NO reintegrar los dineros que se hubieren descontado por ese concepto sobre dicha pensión de la cual es beneficiaria la señora ZAIDA BEATRIZ CORRO CASTRO y ii- así como se ordene seguir con los descuentos a salud sobre dicha presentación mes a mes en un 12%, dada la naturaleza de la misma”
.
2. Hechos probados y/o admitidos 
La Sala encontró demostrados los siguientes supuestos fácticos, relevantes para la decisión que se adoptará en la sentencia: 

2.1. La Caja Nacional de Previsión Social CAJANAL, reconoció y ordenó el pago de la pensión gracia a la señora Zaida Beatriz Corro Castro mediante Resolución No. 822 de 2004, en la cual se ordenó realizar el descuento para los aportes en salud. 

2.2. La señora Zaida Beatriz Corro Castró solicitó a CAJANAL que se suprimieran los descuentos realizados por concepto de salud, y el reintegro del dinero ya descontado por este concepto, con sus respectivos intereses corrientes. 

2.3. CAJANAL negó la petición antes descrita, en Oficio No GN-23939 del 10 de diciembre de 2007. 

2.4. Contra el mencionado Oficio, la señora Corro Castro presentó demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, proceso del cual conoció el Juzgado Octavo 8 Administrativo del Circuito Judicial de Barranquilla, autoridad judicial que en sentencia del 4 de marzo de 2010 accedió a las pretensiones de la demanda
. Esta decisión se notificó por edicto fijado el 16 de marzo de 2010 y desfijado el 18 del mismo mes y año. 

2.4.1. Como fundamento de su decisión, la autoridad judicial señaló que la pensión gracia es compatible con la pensión de vejez como con la pensión de jubilación por cuanto existen diferencias sustanciales entre unas y otras. Así las cosas, manifestó que la excepción consagrada en el artículo 279 de la Ley 100 de 1993 se extiende a lo referente a las cotizaciones en salud de la pensión gracia, la cual se encuentra eximida de deducciones, contribuciones o cotizaciones. 

2.5. La anterior decisión fue objeto de adición mediante auto del 24 de marzo de 2010
, el cual quedó ejecutoriado el 16 de abril de 2010, de conformidad con la constancia visible al vuelto del folio 51 del expediente. No se presentaron recursos de apelación contra la sentencia del 4 de marzo de 2010.

2.6. Con escrito radicado el 8 de junio de 2018, la UGPP interpuso recurso extraordinario de revisión contra la sentencia del 4 de marzo de 2010, con fundamento en el literal b del artículo 20 de la Ley 797 de 2003, el cual dispone: 

“ARTÍCULO 20. REVISIÓN DE RECONOCIMIENTO DE SUMAS PERIÓDICAS A CARGO DEL TESORO PÚBLICO O DE FONDOS DE NATURALEZA PÚBLICA. Las providencias judiciales que hayan decretado o decreten reconocimiento que impongan al tesoro público o a fondos de naturaleza pública la obligación de cubrir sumas periódicas de dinero o pensiones de cualquier naturaleza podrán ser revisadas por el Consejo de Estado o la Corte Suprema de Justicia, de acuerdo con sus competencias, a solicitud del Gobierno por conducto del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, del Contralor General de la República o del Procurador General de la Nación.

La revisión también procede cuando el reconocimiento sea el resultado de una transacción o conciliación judicial o extrajudicial.

La revisión se tramitará por el procedimiento señalado para el recurso extraordinario de revisión por el respectivo código y podrá solicitarse por las causales consagradas para este en el mismo código y además: (…)

b) Cuando la cuantía del derecho reconocido excediere lo debido de acuerdo con la ley, pacto o convención colectiva que le eran legalmente aplicables.”

2.6.1. Indicó que el procedimiento establecido sería el indicado en los artículos 248 y siguientes de la Ley 1437 de 2011, para lo cual transcribió el artículo 250 del mismo estatuto, relativo a las causales de revisión, resaltando la causal séptima y afirmó que “el exonerarse de un determinado descuento que por ley se debe aplicar a una mesada pensional, resulta igual a haberse hecho acreedor a una prestación periódica en la misma cuantía del descuento que se debía aplicar.” 

2.7. En providencia del 14 de septiembre de 2018, el magistrado ponente del Tribunal Administrativo del Atlántico resolvió rechazar el recurso extraordinario de revisión, para lo cual expuso: 

“La recurrente fundó sus pretensiones en la causal establecida en el literal b del artículo 20 de la Leu 797 de 2003, esgrimiendo para ello lo dispuesto por la Corte Constitucional en sentencia SU-427 del 11 de agosto de 2016, en tanto ordenó que el término de cinco años para la interposición de demandas, cuando el accionante es la UGPP, tratándose de aquellas que se impetran en ejercicio del recurso extraordinario de revisión debería empezar a contabilizarse a partir del doce (12) de junio de 2013 en atención a que en esa fecha, la U.G.P.P. asumió la defensa judicial de la extinta Cajanal, previendo sólo esta prerrogativa a favor de la entidad cuando la causal invocada fuere la del artículo 20 de la Ley 797 de 2003, la cual exige para su configuración que se le imponga al tesoro público o a fondos de esa misma naturaleza, la obligación de reconocer y pagar o asumir prestaciones periódicas o pensiones además cuando dicho reconocimiento ‘(…) se haya obtenido con violación al debido proceso y b) Cuando la cuantía del derecho reconocida excediere lo debido de acuerdo con la ley pacto o convención colectiva que le eran legalmente aplicables.’ 

Sin embargo, salta a la vista que la sentencia objeto del recurso, no decretó algún reconocimiento que imponga la obligación de pagar sumas periódicas de dineros, pues el restablecimiento otorgado consistió en reintegrar los valores descontados y suprimir los descuentos por concepto de salud respecto de la pensión gracia que le fue reconocida a la señora ZAIDA BEATRIZ CORRO CASTRO. 

Entonces, advierte el Tribunal que lo (sic) supuestos fácticos y normativos blandidos, no logran subsumirse en la descripción típica que trae el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, por cuanto la providencia atacada en vía revisión, como se dijo líneas atrás, no reconoció ninguna prestación periódica o pensión, simplemente se pronunció acerca de que porcentajes no debían ser descontados de las mesadas que percibiría la ahí accionante y, como restablecimiento del derecho, ordenó la devolución de sumas que habían sido restadas y la supresión de los descuentos, no le impuso la carga al tesoro público o una entidad de esa misma naturaleza, de reconocer o cubrir sumas. En consecuencia, al no encuadrar esta demanda en la causal contemplada en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, esta judicatura tomará como término de oportunidad el estipulado en la cláusula general que prevé el la (sic) Ley 1437 de 2011, en su artículo 251 el cual dispone: (…)

En ese orden de ideas, y constatado que la sentencia demandada cobró fuerza ejecutoriada el dieciséis (16) de abril de 2010, es a partir del día siguiente a la consolidación de la firmeza de la providencia, que debe empezar a contarse el término de un año, a efectos de establecer su el recurso extraordinario de revisión, se ha presentado dentro de la oportunidad legal para hacerlo. 

Lo anterior quiere decir, que la UGPP, sólo contaba hasta el dieciocho (18) de abril de 2011 para impetrar la demanda en ejercicio del recurso extraordinario de revisión, siendo esta interpuesta el ocho (8) de junio de 2018, esto es, cuando ya había acaecido en exceso el fenómeno de la caducidad; igual suerte correría si se contabilizara dicho término a partir del doce (12) de junio de 2013, fecha en que la entidad asumió la defensa judicial de la extinta Cajanal. 

No obstante, advierte esta Corporación, que como quedó develado en ideas considerativas anteriores, en lo ateniente a que los supuestos fácticos y legales traídos por la accionante no logran adecuarse a las causales que contempla el ordenamiento jurídico para la admisibilidad del recurso extraordinario de revisión; además de ser inoportuno, se rechazará por improcedente, en tanto no existe descripción típica aplicable al caso planteado.”

2.8. Contra la anterior decisión, la UGPP presentó recurso de súplica al considerar que si bien, prima facie se podría entender el artículo 20 de la Ley 797 de 2004 en sentido de que está dirigido a los eventos en los que de forma activa se reconoce una prestación periódica en mayor cuantía a la que en realidad corresponde, lo cierto es que en el fondo, la exoneración de los descuentos a salud ordenada en el fallo ordinario, constituye en sí mismo una prestación periódica, pues la exoneración redunda en un beneficio pensional que se verificará de forma periódica cuando el sistema de seguridad social al liquidar y pagar, el derecho pensional del beneficiario de tal prestación, no descuente lo que por ley es descontable con destino al sistema de salud. 

2.8.1. Así mismo, la UGPP argumentó que, el exonerarse de un determinado descuento que por ley se debe aplicar a una mesada pensional, resulta igual a haberse hecho beneficiario de un aumento en la prestación periódica que devenga en la misma cuantía del descuento que se debe aplicar. 

2.9. Del recurso de súplica antes mencionado conocieron los demás integrantes de la Sala de Decisión A del Tribunal Administrativo del Atlántico, y en providencia del 30 de octubre de 2018 confirmaron la providencia del 14 de septiembre de 2018. Este auto se notificó por estado del 9 de noviembre de 2018. Así mismo, se envió por correo electrónico de la misma fecha. Como fundamento se expuso: 

“En el sub examine, la sentencia proferida por el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito de Barranquilla, fue proferida el día cuatro (4) de marzo de 2010, y quedó ejecutoriada el día dieciséis (16) de abril de 2010, teniendo plazo el hoy recurrente hasta el día dieciséis (16) de abril de 2010, sin embargo, el referido recurso fue interpuesto el ocho (8) de junio de 2018, superando el término preceptuado, siendo más que evidente que la oportunidad prevista en (sic) artículo 251 de la Ley 1437 de 2011, había caducado, aún si se tomara en gracia de discusión le fecha en que la UGPP asumió la defensa judicial de la extinta CAJANAL, doce (12) de junio de 2013, que alude la entidad. 

Ahora bien, la Honorable Corte Constitucional en la sentencia SU-427 de 11 de agosto de 2016, indicó que la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP, está legitimada para acudir ante la Corte Suprema de Justicia o el Consejo de Estado, según corresponde, e interponer el recurso de revisión previsto en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003. 

Lo anterior, con el propósito de cuestionar las decisiones judiciales en las cuales se haya incurrido en un abuso del derecho, indicando que en esos casos el término de caducidad de cinco (05) años contemplado en el referido artículo 251 de la Ley 1437 de 2011, no podrá contabilizarse desde antes del 12 de junio de 2013, fecha en la cual dicha entidad asumió la defensa judicial de los asuntos que tenía la Caja Nacional de Previsión Social – CAJANAL-. 

Al respecto, debe precisarse que el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, hace referencia a las providencias judiciales que hayan decretado o decreten reconocimiento que impongan al tesoro público o a fondos de naturaleza pública la obligación de cubrir sumas periódicas de dinero o pensiones de cualquier naturaleza. Por cuanto se reitera que solo en ese caso, podrán ser revisadas por el Consejo de Estado o la Corte Suprema de Justicia, de acuerdo a sus competencias. 

En ese orden de ideas, no es procedente aplicar en este caso el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, y por ello debe descartarse que el estudio de la caducidad respecto del recurso de revisión sea de 5 años. A esto se le suma que la parte demandante tampoco hace alusión a esa disposición, sino al numeral 7º del artículo 250 de la Ley 1437 de 2011, causal sobre la cual el término para interponer el recurso de revisión es de un (1) año, al tenor del artículo 251 del mismo estatuto procesal. 

Se aclara que la providencia solicitada en revisión, no es de aquellas que reconocen pagos periódicos de sumas de dinero, a cubrir por el tesoro público o Fondos de Naturaleza Pública. Por el contrario, la Sentencia del Juzgado Octavo (8º) Administrativo de Barranquilla, del cuatro (4) de marzo de 2010, ordena es un reintegro equivalente a los valores que por concepto de servicios médicos asistenciales, fueron descontados de la pensión gracia de la señora Zaida Corro Castro, por lo que el presente caso no encuadra dentro de la excepción de que trata el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, y descarta la posibilidad de que la caducidad sea estudiada bajo el término exceptivo de cinco años (05), dispuesto por artículo 251 de la Ley 1437 de 2011. 

3. Sustento de la acción constitucional

Fundamentó las anteriores solicitudes en las siguientes razones:

3.1. Para la UGPP se configuran los defectos sustantivo y por desconocimiento del precedente de la sentencia SU-427 del 2016 de la Corte Constitucional, pues la autoridad judicial accionada desconoció que la UGPP está legitimada para interponer el recurso extraordinario de revisión previsto en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, con el propósito de cuestionar las decisiones judiciales en las cuales se haya incurrido en un abuso, ya que los términos se deben empezar a contar a partir del 12 de junio de 2013, es decir, que caducaba el 11 de junio de 2018 y el recurso se presentó el 8 de junio de 2018 estando dentro del término jurisprudencia. 

3.2. Puso de presente que el caso encaja en la causal prevista en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003 debido a que el Juzgado 8 Administrativo de Barranquilla, desconoció el conjunto normativo y jurisprudencial relativo a la pensión gracia y la obligatoriedad de efectuar los descuentos para salud sobre dicha prestación, por lo cual solicitó se declare que los descuentos son legales y no existe normatividad que los prohíba. Al efecto citó las sentencias de la Corte Constitucional C-369 de 2004, T-359 de 2009, T-546 de 2014, T-835 de 2014 y T-851 de 2015; así como las providencias dictadas por el Consejo de Estado bajo los radicados 11001-03-15-000-2014-02831-01 y 11001-0315-000-2014-02031-01 con ponencia del magistrado Alberto Yepes Barreiro. 

3.3. Así mismo, aseguró que está legitimada para ejercer el recurso extraordinario de revisión, de conformidad con el artículo 156 de la Ley 1151 de 2007, siendo de competencia del Tribunal Administrativo del Atlántico, de conformidad con lo expuesto por el Consejo de Estado, Sección Segunda en sentencia del 1º de diciembre de 2015 radicado 11001-03-25-000-2014-00957-00 en la cual se indicó que dicho recurso debe ser siempre conocido por el superior jerárquico. 

4. Actuaciones procesales relevantes
4.1. Admisión de la demanda
4.1.1. Mediante auto del 9 de abril de 2019
, el despacho sustanciador admitió la acción de tutela y ordenó la notificación a los Magistrados del Tribunal Administrativo del Atlántico – Sala de Decisión Oral A, como autoridades judiciales accionadas.

4.1.2. Así mismo, ordenó la vinculación en calidad de terceros con interés del Juzgado 8 Administrativo del Circuito Judicial de Barranquilla y a la señora Zaida Beatriz Corro Castro.

4.2. Intervenciones: Realizadas las notificaciones ordenadas, de conformidad con las constancias visibles a folios 67 al 71 del expediente, se presentaron las siguientes intervenciones:
4.2.1. Tribunal Administrativo del Atlántico – Sala de Decisión A indicó que los supuestos fácticos y jurídicos esgrimidos no se adecuan dentro de las causales que la Ley 1437 de 2011 ha establecido para que proceda el recurso extraordinario de revisión tampoco se subsumen dentro de lo que exige el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, por ello la oportunidad para interponer la demanda no es de 5 años, sino de 1, contado a partir de la ejecutoria de la providencia, sin perjuicio del precedente judicial de la Corte Constitucional, en tanto dicho término debe contarse a partir de que la UGPP asumió la defensa de la extinta Cajanal, como se indicó en la providencia objeto de la presente tutela. 

4.2.2. Juzgado 8 Administrativo del Circuito Judicial de Barranquilla: Por conducto de su titular y mediante escrito enviado por correo electrónico el 29 de abril de 2019, indicó que en sentencia del 4 de marzo de 2010, se realizó un análisis jurídico completo sobre la pensión gracia, por lo que no vulneró los derechos fundamentales de la actora.  

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA
1. Competencia

1.1. Esta Sala es competente para conocer de la acción de tutela interpuesta por la UGPP, de conformidad con los Decretos 2591 de 1991, 1983 de 2017 y el Acuerdo 377 de 2018.

2. Problema jurídico

2.1. Corresponde a la Sala determinar si, de conformidad con los argumentos presentados en el escrito de tutela procede la presente acción, para lo cual se deberán resolver los siguientes problemas jurídicos:

2.2. ¿La UGPP acreditó los requisitos de procedibilidad adjetiva de la acción de tutela contra providencias judiciales? 

2.3. De superarse los referidos requisitos, ¿las providencias censuradas vulneraron los derechos fundamentales invocados?

3. Razones jurídicas de la decisión: Para resolver el interrogante planteado, se analizarán los siguientes temas: (i) criterio de la Sección sobre la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencia judicial; (ii) requisitos de procedibilidad adjetiva; y (iii) análisis del caso concreto.

3.1. La procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales
3.1.1. La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo del 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema.

3.1.2. Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente, en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

3.1.3. Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetro procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.

3.1.4. Al efecto, en virtud de la sentencia de unificación del 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo adoptó los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005
, para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial, y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

3.1.5. A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede interponer contra decisiones judiciales, incluidas las de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.

3.1.6. Sobre el tema, la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, sin distinguir cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -procedencia sustantiva- y cuáles impiden efectivamente adentrarnos en el fondo del asunto - procedencia adjetiva.

3.1.7. Esta Sección ha determinado que, en primer lugar, se debe verificar que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedencia adjetiva, esto es: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; y iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado.

3.1.8. Luego de ello, sería posible realizar el estudio de la procedibilidad sustantiva a través de los posibles errores específicos en que podría incurrir una providencia judicial. Estos últimos, según la doctrina fijada en la sentencia C-590 de 2005, y acogida por esta Sección
 se resumen, de manera general, de la siguiente manera: 

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales; g. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; y h. Desconocimiento del precedente.

3.1.9. De esta manera, la acción de tutela será procedente una vez verificado: (i) la concurrencia de los requisitos adjetivos de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales; (ii) la configuración de alguno de estos requisitos específicos mencionados -siempre y cuando hayan sido alegados por el interesado-; y que (iii) el vicio o defecto es de tal trascendencia que implica la amenaza o la afectación de derechos fundamentales.
 

3.2. Requisitos de procedibilidad adjetiva 

3.2.1. La Sala observa que no existe reparo alguno en cuanto hace referencia al juicio de procedibilidad, toda vez que, frente al primero de estos aspectos, no se trata de una tutela contra decisión de tutela, pues la providencia cuestionada fue proferida dentro del trámite del recurso extraordinario de revisión instaurado por la parte actora contra el Juzgado 8 Administrativo del Circuito Judicial de Barranquilla radicado con el número 08001-23-33-000-2018-00532-00. 

3.2.2. En relación con el acatamiento del requisito de inmediatez, no se advierte ningún reproche, en vista que la providencia del Tribunal Administrativo del Atlántico fue proferida el 30 de octubre de 2018, notificada por estado electrónico del 9 de noviembre de 2018, quedando ejecutoriada el 10 del mismo mes y año, y la solicitud de amparo fue presentada el 2 de abril de 2019, es decir, dentro de los 6 meses contados a partir del día siguiente a la ejecutoria de la providencia censurada, lo que para la Sala es un término razonable para el uso del mecanismo de amparo constitucional.

3.2.3. En consideración a la subsidiariedad, por tratarse de una providencia que resolvió el recurso de súplica interpuesto contra la negativa de conceder el recurso extraordinario de revisión, es evidente el agotamiento de los recursos ordinarios y extraordinarios. 

3.2.4. Para la Sala es necesario precisar que, el requisito de la relevancia constitucional se encuentra plenamente configurado, lo anterior por cuanto al realizar el test de procedibilidad de la acción de tutela en relación con los supuestos fácticos de la demanda, las pretensiones, la carga argumentativa y probatoria, se advierte que la parte actora solicita la garantía del debido proceso y del acceso a la administración de justicia e involucra el reconocimiento de un pago relativo a una mesada pensional. 

3.2.5. Teniendo en cuenta lo anterior, las garantías constitucionales al acceso a la administración de justicia y al debido proceso que subyacen en el sub lite, por ser aquellos cuya protección pretende la parte actora, tienen rango constitucional al tenor de lo dispuesto en el artículo 29 de la Carta, lo que implica que la misma trascienda el ámbito meramente legal. 

3.2.5.1. Así las cosas, se observa que no se trata de un debate de orden exclusivamente legal, el cual basado en la tutela judicial efectiva no admite que el titular del derecho o el interesado legítimo quede en un estado de indefensión, de tal manera que al existir la eventualidad de que no haya obtenido la protección de sus derechos ante el juez contencioso administrativo, natural de la causa ordinaria, quien tenía igualmente la obligación de constituirse en garante de los derechos fundamentales asumiendo el rol de juez de constitucionalidad y/o de convencionalidad, puede comparecer al juez constitucional quien deberá realizar el análisis del caso a la luz de los postulados del Estado Social de Derecho, como garante de la dignidad humana. 

3.2.5.2. En virtud de lo expuesto, el asunto es de relevancia constitucional cuando prima facie resulta necesario verificar si subsiste violación o amenaza al derecho fundamental, después de haber agotado el procedimiento legal administrativo de policía o judicial establecido por la ley para su protección

3.2.5.3. Adicionalmente, la relevancia constitucional implica que el asunto de la acción de tutela tiene importancia para la interpretación de la Constitución, para su aplicación, para su eficacia y para la determinación del contenido y alcance de los derechos fundamentales y libertades públicas. 

3.3. Análisis del caso en concreto

3.3.1. Para la UGPP se configuran los defectos sustantivo por indebida interpretación del literal b del artículo 20 de la Ley 797 de 2003 y por desconocimiento del precedente de la sentencia SU-427 del 2016 de la Corte Constitucional, pues la autoridad judicial accionada no tuvo en cuenta que la UGPP está legitimada para interponer el recurso extraordinario de revisión previsto en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, con el propósito de cuestionar las decisiones judiciales en las cuales se haya incurrido en un abuso, ya que los términos se deben empezar a contar a partir del 12 de junio de 2013, es decir, que en el caso concreto, el recurso caducaba el 11 de junio de 2018 y el mismo se presentó el 8 de junio de 2018 estando dentro del término jurisprudencial. 

3.3.2. Puso de presente que el caso encaja en la causal prevista en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003 debido a que el Juzgado 8 Administrativo de Barranquilla, desconoció el conjunto normativo y jurisprudencial relativo a la pensión gracia y la obligatoriedad de efectuar los descuentos para salud sobre dicha prestación, por lo cual solicitó se declare que los descuentos son legales y no existe normatividad que los prohíba. Al efecto citó las sentencias de la Corte Constitucional C-369 de 2004, T-359 de 2009, T-546 de 2014, T-835 de 2014 y T-851 de 2015; así como las providencias dictadas por el Consejo de Estado bajo los radicados 11001-03-15-000-2014-02831-01 y 11001-0315-000-2014-02031-01 con ponencia del magistrado Alberto Yepes Barreiro. 

3.3.3. Así mismo, aseguró que está legitimada para ejercer el recurso extraordinario de revisión, de conformidad con el artículo 156 de la Ley 1151 de 2007, siendo de competencia del Tribunal Administrativo del Atlántico, de conformidad con lo expuesto por el Consejo de Estado, Sección Segunda en sentencia del 1º de diciembre de 2015 radicado 11001-03-25-000-2014-00957-00 en la cual se indicó que dicho recurso debe ser siempre conocido por el superior jerárquico. 

3.3.4. Al respecto la Sala manifiesta que analizará los defectos planteados de forma conjunta, pues están dirigidos a determinar si el término para la interposición del recurso extraordinario de revisión instaurado por la UGPP contra la sentencia del 4 de marzo de 2010 debe ser de 5 años, en aplicación la causal del literal b del artículo 20 de la Ley 797 de 2003
, de conformidad con lo establecido por la Corte Constitucional en la sentencia SU-427 de 2016. 

3.3.5. En primer lugar, esta Sección advierte que la parte actora cumplió con la carga argumentativa requerida para el estudio del cargo relativo al desconocimiento del precedente, pues indicó la decisión que alega como desconocida, así como la regla que allí se establece y la incidencia que la misma tiene en el caso concreto.

3.3.6. Descendiendo al fondo del asunto, y frente al argumento relativo a la legitimación de la parte actora, se observa que el recurso extraordinario de revisión por las causales previstas en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, de conformidad con el tenor literal del mismo, debe ser ejercido por el Gobierno Nacional, el Contralor General de la República o el Procurador General de la Nación, lo que en principio impediría predicar en esta oportunidad que la UGPP estuviera legitimada en la causa por activa para interponer dicho medio de defensa, y por ende, que la acción de tutela en su caso constituye el único mecanismo idóneo para controvertir las providencias acusadas.

3.3.7. Sin embargo, sobre el particular también debe tenerse en cuenta la sentencia SU-427 de 2016 de la Corte Constitucional
, en la que se precisó, a propósito del reconocimiento judicial de mesadas pensionales que exceden lo debido de acuerdo a la ley, que además de las autoridades señaladas en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, pueden interponer el recurso de revisión “las administradoras de pensiones encargadas del pago de las prestaciones periódicas reconocidas de manera irregular”.

3.3.8. Se transcriben las razones pertinentes del referido fallo de unificación, debido a que la Corte, al analizar la procedencia de la acción de tutela para revisar prestaciones reconocidas con abuso del derecho, indicó así mismo, lo relativo al recurso extraordinario de revisión en los siguientes términos:

 “(…) Al efecto, en primer lugar, esta Corporación deberá establecer si la acción de tutela es procedente para revisar las prestaciones reconocidas con abuso del derecho, frente a lo cual este Tribunal advierte que, en principio, el recurso de amparo no sería viable puesto que el Acto Legislativo 01 de 2005 adicionó un inciso al artículo 48 superior, en el cual se indica que “la ley establecerá un procedimiento breve para la revisión de las pensiones reconocidas con abuso del derecho o sin el cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley o en las convenciones y laudos arbitrales válidamente celebrados”, por lo que en atención al principio de subsidiariedad debería acudirse a dicho instrumento especializado para examinar las prestaciones periódicas sobre las cuales se cierna duda en torno a su legalidad. 

7.16. Sin embargo, la Corte evidencia que no se ha expedido una ley que desarrolle dicho mandato, por lo que se ha acudido al instrumento contemplado en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003 como vía para la revisión de las pensiones reconocidas mediante providencias judiciales en las hipótesis de abuso del derecho, tal y como se dispuso en la Sentencia C-258 de 2013
. En ese orden de ideas, la Sala estima pertinente realizar las siguientes precisiones en torno a la posible aplicación de dicho mecanismo
: 

7.17. En primer lugar, hay que destacar que el artículo 20 de la Ley 797 de 2003
 consagró la competencia del Consejo de Estado y de la Corte Suprema de Justicia para revisar, por petición del Gobierno, las providencias judiciales que “en cualquier tiempo” hayan decretado la obligación de cubrir sumas periódicas de dinero o pensiones de cualquier naturaleza al tesoro público o a fondos de naturaleza estatal. Dicho procedimiento procede cuando: (a) el reconocimiento se haya obtenido con violación al debido proceso, o (b) la cuantía del derecho reconocido exceda lo debido de acuerdo con la ley, pacto o convención colectiva que le eran legalmente aplicables. (…)

7.23. Ahora, frente a la legitimación para interponer el recurso de revisión por la configuración de un abuso del derecho, comoquiera que la Constitución no reguló la titularidad para interponerlo, debe entenderse que recae, además de los sujetos establecidos en la Ley 797 de 2003, en cabeza de las administradoras de pensiones encargadas del pago de las prestaciones periódicas reconocidas de manera irregular, pues son las primeras instituciones llamadas dentro del sistema pensional a velar por su buen funcionamiento financiero
.   

7.24. Por lo anterior, la Corte considera que la UGPP está legitimada para acudir ante la Corte Suprema o el Consejo de Estado, según corresponda, e interponer el recurso de revisión previsto en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, con el propósito de cuestionar las decisiones judiciales en las cuales se haya incurrido en un abuso del derecho, en el entendido de que el término de caducidad de cinco años de dicho mecanismo no podrá contabilizarse desde antes del 12 de junio de 2013, fecha en la cual dicha entidad asumió la defensa judicial de los asuntos que tenía a cargo Cajanal. 

7.25. Así las cosas, ante la existencia (sic) otro mecanismo judicial como lo es el recurso de revisión consagrado en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, en principio, las acciones de tutela interpuestas por la UGPP para cuestionar decisiones judiciales en las que presuntamente se haya incurrido en un abuso del derecho son improcedentes al tenor del artículo 86 de la Constitución. (…)

7.28. La aplicación de las reglas establecidas por la Corte en esta providencia tiene las siguientes ventajas sobre las tesis que previamente se habían adoptado por las diversas salas de revisión: 

(i) No anula el principio de seguridad jurídica, pues si bien permiten que se controvierta una sentencia ejecutoriada lo hacen, por regla general, a través de un mecanismo especializado, cuya naturaleza precisamente es servir de instrumento procesal para remediar decisiones injustas y, de manera excepcional, mediante la acción de tutela en casos de palmarios abuso del derecho. 

(ii) No desconoce el principio de sostenibilidad financiera del sistema pensional, ya que le permite a la UGPP acudir hasta el 11 de junio de 2018 ante la Corte Suprema o el Consejo de Estado para controvertir las decisiones judiciales que considere lesivas para el tesoro público y frente a las cuales no precedía recurso alguno. 

(iii) Permite atender al principio general del derecho según el cual de la ilegalidad no se generan derechos y permite la aplicación del mecanismo previsto en el Acto Legislativo 01 de 2005, el cual autoriza afectar la intangibilidad de las sentencias ejecutoriadas para impedir que se mantengan situaciones irregulares en desmedro del erario público, así como responde a la situación especial de ineficiencia e inoperancia administrativa que enfrentó Cajanal.

(iv) Establece un período de gracia a la persona beneficiaria de una prestación con abuso del derecho para que no vea afectados abruptamente sus derechos con ocasión del reajuste de la pensión como consecuencia de la intervención excepcional del juez constitucional. (Destacado fuera de texto).
3.3.9. De conformidad con las consideraciones expuestas, es claro que la UGPP está legitimada para interponer el recurso extraordinario de revisión, en los casos en que se reconozcan o paguen pensiones en las que se vulnere lo establecido en la Ley 797 de 2003, como lo precisó la Corte Constitucional en la sentencia SU-427 de 2016 al sostener lo siguiente:

“7.23. Ahora, frente a la legitimación para interponer el recurso de revisión por la configuración de un abuso del derecho, comoquiera que la Constitución no reguló la titularidad para interponerlo, debe entenderse que recae, además de los sujetos establecidos en la Ley 797 de 2003, en cabeza de las administradoras de pensiones encargadas del pago de las prestaciones periódicas reconocidas de manera irregular, pues son las primeras instituciones llamadas dentro del sistema pensional a velar por su buen funcionamiento financiero
” (El destacado es nuestro).
3.3.10. Ahora, en las providencias objeto de tutela, el Tribunal accionado consideró que el caso concreto no encajaba en los supuestos fácticos del artículo 20 de la Ley 797 de 2003, por lo que no podía aplicar el término de 5 años a efectos de determinar la oportunidad en la presentación del recurso. 

3.3.11. Lo anterior por cuanto, a su juicio, el ordenar que no se realicen descuentos en salud sobre la pensión gracia, no es lo mismo que ordenar el reconocimiento de una pensión o prestación de carácter periódico. 

3.3.12. Sobre el punto esta Sección considera que no le asiste razón al Tribunal Administrativo del Atlántico, pues como lo ha expuesto la Sección Segunda del Consejo de Estado, al pronunciarse sobre la procedencia del recurso extraordinario de revisión contra sentencias que ordenaron no realizar los descuentos a salud en la pensión gracia y devolver el dinero ya descontado, frente a las causales del artículo 20 de la Ley 797 de 2003, aquel resulta procedente:

“B.
De la configuración de la causal de revisión consagrada en el literal a) (sic) del artículo 20 de la Ley 797 de 2003. 

La causal formulada por el recurrente es la señalada en el literal b) de la Ley 797 de 2003, que prevé: “Cuando la cuantía del derecho reconocido excediere lo debido de acuerdo con la ley, pacto o convención colectiva que le eran legalmente aplicables.”

Esta causal jurisprudencialmente
 ha sido considerada como una herramienta legal útil que persigue fortalecer el principio de la moralidad administrativa
 y permite corregir los reconocimientos pensionales que se han efectuado en exceso y que afectan los principios filosóficos que orientan el Sistema General de Pensiones
, en especial, el principio de solidaridad
 y equilibrio financiero.”

3.3.13. Esta posición fue reiterada en providencia del 28 de noviembre de 2018 en la cual se estudió un recurso extraordinario de revisión interpuesto por la apoderada de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social-UGPP, contra la sentencia del 12 de septiembre de 2011, proferida por el Tribunal Administrativo de Santander, mediante la cual se confirmó la sentencia del 10 de noviembre de 2010 del Juzgado Doce del Circuito Judicial Administrativo de Bucaramanga en la cual decidió: (i) declarar la nulidad del oficio GN-1369A del 29 de abril de 2015, proferida por CAJANAL, (ii) ordenar la suspensión del descuento en salud realizado a la señora Ana Delina Reyes de Reyes de su pensión gracia, (iii) condenar al reintegro de las sumas retenidas que excedieran el 5% y (iv) declarar la prescripción de los valores adeudados y causados con anterioridad al 29 de abril de 2002:

 “2.3.2.- Sobre las causales de revisión consagradas en los literales a) y b) de la Ley 797 de 2003. 

La Ley 797 de 2003 «Por la cual se reforman algunas disposiciones del sistema general de pensiones previsto en la Ley 100 de 1993 y se adoptan disposiciones sobre los Regímenes Pensionales exceptuados y especiales.» dispuso en su artículo 20, literales a) y b), las ya referidas causales de revisión. 

Al respecto, esta Sala de Subsección ha reconocido
 que la primera de dichas causales  proceden cuando la providencia que se recurre reconoce una pensión con cargo al tesoro público o los fondos de naturaleza pública con violación del debido proceso, circunstancia que debe ser acreditada por quien promueve el recurso, mientras que la segunda, jurisprudencialmente
, ha sido considerada como una herramienta legal útil que persigue fortalecer el principio de la moralidad administrativa
 y corregir los reconocimientos pensionales que se han efectuado en exceso y que afectan los principios filosóficos que orientan el Sistema General de Pensiones
.”

3.3.14. En ese sentido, para la Sala es claro que en aquellos casos en los cuales se ha ordenado no continuar con el descuento en salud de la pensión gracia, afectando de esta forma el monto de la mesada pensional con cargo al tesoro público, la UGPP puede interponer el recurso extraordinario de revisión con fundamento en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, para el cual cuenta con un término de 5 años contados a partir del momento en el cual asumió la representación judicial de la extinta Cajanal. 

3.3.15. De conformidad con lo anterior, la Sección manifiesta que el Tribunal Administrativo del Atlántico vulneró los derechos fundamentales de la UGPP al establecer que dichos supuestos fácticos no encajan en la norma antes mencionada, con el fin de establecer si el recurso fue interpuesto en tiempo o no, pues si bien en la providencia atacada con el recurso extraordinario no se ordenó el pago de una pensión, lo cierto es que al cancelar los descuentos en salud, se afectó prima facie el monto de la pensión que debe ser pagada mes a mes por la UGPP, en ese sentido, el término para contabilizar la caducidad del medio debe ser de 5 años, conforme lo expuso la Corte Constitucional en la sentencia SU-427 de 2016 alegada como desconocida:

“7.22. Así las cosas, sólo hasta la expedición del artículo 251 de la Ley 1437 de 2011 hubo claridad en cuanto al término para solicitar la revisión de providencias judiciales que reconocieron pensiones fundadas en abuso del derecho, por lo que esa es la disposición que debe regir la caducidad para casos como el estudiado por la Sala en esta oportunidad. En consecuencia, establecido el término de 5 años para incoar el instrumento de revisión, este Tribunal advierte que, para su contabilización, se fijó como parámetro la ejecutoria de la providencia judicial, el cual no puede servir como referente para determinar la caducidad respecto a la UGPP, en atención al estado de cosas inconstitucional que afrontaba Cajanal[136], por lo que la Sala estima pertinente entender que el plazo para acudir a dicho instrumento debe iniciarse a contar no antes del día en que la demandante asumió las funciones de esta última empresa, es decir, con posterioridad al 12 de junio de 2013.”

3.3.16. En consecuencia, se dejará sin efecto la providencia del 30 de octubre de 2018 proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico, que confirmó el auto del 14 de septiembre de 2018, en el sentido de rechazar la demanda de la UGPP en ejercicio del recurso extraordinario de revisión, por caducidad. Igualmente, se ordenará que se profiera una decisión de remplazo en la cual se contabilice el término de la caducidad de conformidad con lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-427 de 2016. 
3.3.17. Ahora, si la decisión adoptada en la providencia del 4 de marzo de 2010 es ajustada a derecho o no, es decir, si en efecto se configura la casual del literal b del artículo 20 de la Ley 797 de 2011, es una cuestión que debe ser resuelta por la autoridad judicial del recurso extraordinario, de encontrar superada la caducidad, ya que escapa a la competencia del juez de tutela, razón por la cual no se analizará el argumento de la UGPP relativo al desconocimiento del precedente la Corte Constitucional C-369 de 2004, T-359 de 2009, T-546 de 2014, T-835 de 2014 y T-851 de 2015; así como las providencias dictadas por el Consejo de Estado bajo los radicados 11001-03-15-000-2014-02831-01 y 11001-0315-000-2014-02031-01 con ponencia del magistrado Alberto Yepes Barreiro y Consejo de Estado, Sección Segunda sentencia del 1º de diciembre de 2015 radicado 11001-03-25-000-2014-00957-00. 

3.3.12. En efecto, será el juez natural del asunto, en virtud del recurso extraordinario de revisión, quien establecerá si existió o no abuso del derecho en lo relacionado con la pensión de la señora Zaida Beatriz Corro Castro. 

4. Conclusión

4.1. Por lo expuesto, se ampararán los derechos fundamentales de la UGPP al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, en consecuencia se dejará sin efecto la providencia del 30 de octubre de 2018 proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico, que confirmó el auto del 14 de septiembre de 2018, en el sentido de rechazar la demanda de la UGPP en ejercicio del recurso extraordinario de revisión, por caducidad. 

4.2. Igualmente, se ordenará que se profiera una decisión de remplazo en la cual se contabilice el término de la caducidad de conformidad con lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-427 de 2016. 

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: AMPARAR los derechos fundamentales de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social- UGPP al debido proceso y de acceso a la administración de justicia.

SEGUNDO: DEJAR SIN EFECTOS la providencia del 30 de octubre de 2018 proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico, que confirmó el auto del 14 de septiembre de 2018, en el sentido de rechazar la demanda de la UGPP en ejercicio del recurso extraordinario de revisión, por caducidad. 

TERCERO: ORDENAR al Tribunal Administrativo del Atlántico – Sala de Decisión A que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del día siguiente de la notificación de esta providencia, profiera una decisión de remplazo en la cual se contabilice el término de la caducidad de conformidad con lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-427 de 2016. 

CUARTO: Si no fuere impugnada esta decisión dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación, al día siguiente a su ejecutoria, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión y devolver el expediente en préstamo al despacho de origen.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Presidente

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ
Magistrada

ALBERTO YEPES BARREIRO

Magistrado

Aclara voto
� Folio 15 del expediente


� Carlos Eduardo Umaña Lizarazo funge como Director Jurídico de la UGPP de conformidad con la escritura pública No. 722 del 17 de junio de 2015, obrante en copia simple a folios 57 a 62 del expediente


� Por haber operado el fenómeno de la caducidad.


� Folios 14 y 15 del expediente


� SEGUNDO: Ordenar a la Caja Nacional de Previsión Social E.I.C.E., a título de restablecimiento del derecho. (sic) que reintegre los valores descontados de salud que afectan la Pensión Gracia de la señora Zaida Beatriz Corro Castro. El reintegro antes mencionado, debe hacerse al demandante desde el día 2 de Noviembre de 2004. TERCERO: Declárense prescritas (sic) los descuentos en salud causados con anterioridad al 2 de Noviembre de 2004. 


� No obra en el expediente copia del auto de adición, sin embargo al vuelto del folio 51 el Secretario del Juzgado 8 Administrativo del Circuito Judicial de Barranquilla indicó que dicha providencia adicionó la sentencia y quedó ejecutoriada el 16 de abril de 2010.


� Folios 65 a 66 del expediente.


� Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Sentencia del 31 de julio de 2012, Expediente No. 2009-01328-01, M. P. María Elizabeth García González.


� El recuento de esos criterios se encuentra de las páginas 13 a 50 del fallo antes reseñado.


� Se dijo en la mencionada sentencia: “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia” (negrilla dentro del texto).


� Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Sentencia del 5 de agosto de 2014, Expediente No. 2012-02201-01 (IJ), M. P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� M.P. Jaime Córdoba Triviño. 


� Entre otras en las sentencias T-949 del 16 de octubre de 2003; T-774 del 13 de agosto de 2004 y C-590 de 2005.


� Sentencia del 7 de diciembre de 2016, M. P. Carlos Enrique Moreno Rubio (exp. Nº 2016-02213-01) y Sentencia del 24 de noviembre de 2016, M. P. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez (exp. Nº 2016-02568-01.


� Corte Constitucional. Sentencia SU-337/2017, M.P Antonio José Lizarazo Ocampo


� ARTÍCULO 20. REVISIÓN DE RECONOCIMIENTO DE SUMAS PERIÓDICAS A CARGO DEL TESORO PÚBLICO O DE FONDOS DE NATURALEZA PÚBLICA. Las providencias judiciales que hayan decretado o decreten reconocimiento que impongan al tesoro público o a fondos de naturaleza pública la obligación de cubrir sumas periódicas de dinero o pensiones de cualquier naturaleza podrán ser revisadas por el Consejo de Estado o la Corte Suprema de Justicia, de acuerdo con sus competencias, a solicitud del Gobierno por conducto del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, del Contralor General de la República o del Procurador General de la Nación.


La revisión también procede cuando el reconocimiento sea el resultado de una transacción o con


La revisión se tramitará por el procedimiento señalado para el recurso extraordinario de revisión por el respectivo código y podrá solicitarse por las causales consagradas para este en el mismo código y además: (…)


b) Cuando la cuantía del derecho reconocido excediere lo debido de acuerdo con la ley, pacto o convención colectiva que le eran legalmente aplicables.”


� M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. En dicha providencia se señaló que (…)”


� En esa línea, puede consultarse el salvamento de voto de la magistrada Gloria Stella Ortiz Delgado a la Sentencia T-060 de 2016 (M.P. Alejandro Lineras Cantillo). 


� “Artículo 20. Revisión de reconocimiento de sumas periódicas a cargo del tesoro público o de fondos de naturaleza pública. Las providencias judiciales que (…)”


� Cfr. Sentencias T-363 de 1998 (M.P. Fabio Morón Díaz) y T-300 de 2014 (M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez). 


� Cfr. Sentencias T-363 de 1998 (M.P. Fabio Morón Díaz) y T-300 de 2014 (M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez). 


� Este artículo fue analizado por la Corte Constitucional con ocasión de la acción pública de inconstitucionalidad que formuló el ciudadano Jorge Miguel Pauker Gálvez contra los artículos 19 y 20 de la Ley 797 de 2003 y que declaró inexequible la expresión “en cualquier tiempo”, contenida en el primero y tercero incisos del artículo 20 de la ley 797 de 2003.  En lo demás este artículo fue declarado exequible, respecto de los cargos formulados y bajo los supuestos reseñados en el numeral 5 de las consideraciones y fundamentos de esta sentencia. 


� Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sala Especial De Decisión N° 4. Consejera Ponente: Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez. Bogotá, D.C., primero (1) de agosto de dos mil diecisiete (2017). Radicación número: 11001-03-15-000-2016-02022-00


� Artículo 209 de la Constitución Política, Artículo 3 del CPACA y artículo 3 de la Ley 489 de 1998. 


� Universalidad, integralidad, unidad, internacionalidad, igualdad, subsidiaridad, inmediación, comprensividad y progresión racional. 


� Ratio o razón de ser de la seguridad social. 


� Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, Sentencia del 21 de junio de 2018. M.P. William Hernández Gómez. Rad. 11001-03-25-000-2014-00843-00.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda, Subsección A. Sentencia de 21 de junio de 2018. Radicado: 11001-03-25-000-2014-00843-00. Recurrente: UGPP. Demandado: Flor Ángela Quemba Quemba. Asunto: Recurso extraordinario de revisión.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sala Especial de Decisión N° 4. Bogotá, D.C., primero (1) de agosto de dos mil diecisiete (2017). Radicación número: 11001-03-15-000-2016-02022-00


�  Artículo 209 de la Constitución Política, Artículo 3 del CPACA y artículo 3 de la Ley 489 de 1998. 


� Universalidad, integralidad, unidad, internacionalidad, igualdad, subsidiaridad, inmediación, comprensividad y progresión racional. 


� Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección A, Sentencia del 28 de noviembre de 2018. M.P. Gabriel Valbuena Hernández. Rad. 11001-03-25-000-2013-01457-00(3670-13)





